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al confirmar las resoluciones administrativas impugna-
das en el proceso, decidiera sancionar a la recurrente por 
la infracción de circulación sin más diligencia que la de 
enviarle la denuncia, convirtiendo su condición de propie-
taria del vehículo en una presunción iuris et de iure de 
culpabilidad, es que lo hizo a la vista también de la con-
ducta ciertamente esquiva y ambigua que la recurrente 
demostró en el cumplimiento de la obligación de identifi-
car al conductor responsable.

Como consta en los antecedentes de hecho de esta 
resolución, la Administración, al notificar a la recurrente 
el acuerdo de incoación del correspondiente expediente 
sancionador, le advirtió también que, para el caso de que 
no fuera ella la conductora en el momento de la infrac-
ción, estaba obligada a identificar al conductor responsa-
ble, para lo que debía comunicar su nombre, dos apelli-
dos, DNI y domicilio completo. Sin embargo, la recurrente, 
como también antes se ha dejado anotado, sin proponer 
nunca la práctica de ninguna prueba de descargo, se 
limitó a identificar parcialmente al conductor supuesta-
mente responsable, comunicando su nombre, dos apelli-
dos y DNI, pero omitiendo cualquier dato sobre su domi-
cilio que permitiera su localización. Y todo ello, además, 
después de oponer frente al expediente sancionador 
incoado distintas tachas, tanto de orden sustantivo como 
formal, y de advertir asimismo que no recordaba haber 
conducido el vehículo en la fecha y hora de la denuncia.

Con estos hechos indiciarios plenamente probados, 
esto es, teniendo en cuenta la titularidad del vehículo con 
el que se cometió la infracción de tráfico, las dudas que 
expresó la recurrente sobre la identidad del conductor al 
tiempo de la denuncia y el defectuoso cumplimiento del 
deber de identificar, la Administración concluyó que la 
recurrente era la autora de la infracción y, en consecuen-
cia, le impuso la sanción controvertida. El mismo criterio 
compartiría luego el órgano judicial que, asimismo, al 
examinar la alegada vulneración del derecho a la presun-
ción de inocencia, rechazó igualmente que la identifica-
ción realizada por la recurrente fuera suficiente a efectos 
de excluir su responsabilidad. Menos aún si, pudiendo 
haberlo hecho en todo momento, nunca aportó ningún 
elemento de prueba que confirmara esa identificación 
incompleta y, por tanto, el exacto cumplimiento de la 
carga que le incumbía como propietaria del vehículo, que 
por otra parte, conviene insistir, no le conmina a efectuar 
ninguna declaración sobre su culpabilidad o la de terceras 
personas en relación con la infracción de tráfico, sino sim-
plemente a comunicar todos los datos necesarios para 
poder identificar al conductor, lo que nada tiene que ver 
con el hecho de presumir responsabilidades ajenas que le 
reprocha la recurrente.

En suma, pues, habiendo probado la Administración 
primero, y confirmado después la Sentencia recurrida, 
que la infracción de tráfico se cometió con el vehículo de 
la recurrente y que su repuesta al requerimiento de iden-
tificación recibido fue, además de inconsistente y esquiva, 
incompleta, la sanción controvertida es, con arreglo a las 
exigencias que impone el art. 24.2 CE, irreprochable cons-
titucionalmente, habida cuenta que tales elementos de 
cargo son efectivamente suficientes, aunque mínimos, 
para enervar el derecho a la presunción de inocencia. En 
consecuencia, procede desestimar la demanda y denegar 
el amparo solicitado.

F A L L O
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña María Begoña 
Fernández.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de marzo de dos mil 
siete.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Firmado y rubri-
cado. 

 8656 Sala Primera. Sentencia 64/2007, de 27 de 
marzo de 2007. Recurso de amparo 2260-2004. 
Promovido por don Salvador García Hernán-
dez frente a la Sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña que inadmitió su 
demanda contra la Diputación de Tarragona 
sobre diligencia de embargo por impago de 
precios públicos de 1988 a 1991 en una resi-
dencia de ancianos.
Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): acto administra-
tivo declarado firme y consentido por no haber 
impugnado judicialmente en su día la desesti-
mación presunta del recurso administrativo 
(SSTC 6/1986 y 188/2003).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez y don 
Manuel Aragón Reyes, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2260-2004, promovido 
por don Salvador García Hernández, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Francisco Javier Ruiz 
Martínez-Salas y asistido por el Abogado don Fernando 
Francisco Aleu Roda, contra la Sentencia de la Sección 
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 20 de febrero 
de 2004, dictada en el recurso contencioso-administrativo 
núm. 244-1998. Han intervenido el Ministerio Fiscal y 
Base, organismo autónomo de gestión de ingresos loca-
les de la Diputación Provincial de Tarragona, representado 
por el Procurador de los Tribunales don Antonio Sorribes 
Calle y asistido por el Letrado-jefe de los Servicios Jurídi-
cos de la Diputación de Tarragona, don Pere-Joan Torrent 
Ribert. Ha sido Ponente el Magistrado don Manuel Aragón 
Reyes, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el día 6 de abril de 2004, el Procu-
rador de los Tribunales don Francisco Javier Ruiz Martí-
nez-Salas, en nombre y representación de don Salvador 
García Hernández, interpuso recurso de amparo contra la 
Sentencia reseñada en el encabezamiento.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente 
recurso que resultan relevantes para su resolución son, 
sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El demandante de amparo formuló recurso de 
reposición el 27 de febrero de 1989 contra la decisión de 
la Diputación de Tarragona (comunicada por carta fechada 
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el 31 de octubre de 1988) de imposición al recurrente del 
pago de precios públicos por la asistencia a su madre en 
una residencia de ancianos de Reus desde el mes de 
diciembre de 1988. La Diputación desestimó dicho recurso 
por Acuerdo de 5 de mayo de 1989, que no consta notifi-
cado al recurrente. Por otra parte, el demandante impugnó 
cada uno de los recibos mensuales que le giraba la Dipu-
tación por el referido concepto, siendo dictada Sentencia 
de 13 de mayo de 1998 por la Sección Primera de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña que estimó el recurso del deman-
dante al considerar que no tiene la condición de sujeto 
obligado al pago, anulando las resoluciones impugna-
das (correspondientes a los recibos mensuales de los 
años 1992, 1993 y 1994). Dicha Sentencia no afecta a las 
mensualidades de diciembre de 1988 a diciembre de 1991, 
que no fueron objeto del recurso allí resuelto.

b) Con fecha 9 de diciembre de 1997 el demandante 
de amparo interpuso recurso de reposición contra la dili-
gencia de embargo por importe de 1.538.296 pesetas 
dictada en el procedimiento de apremio del expediente 
núm. 94/34092, incoado por la Diputación de Tarragona 
por falta de pago de las mensualidades de precio público 
de diciembre de 1988 a diciembre de 1991 por la asisten-
cia a la madre del recurrente en la residencia de ancianos 
de Reus, diligencia que fue publicada en el «Boletín Ofi-
cial de la Provincia de Tarragona» núm. 259, de 11 de 
noviembre de 1997.

c) El 20 de enero de 1998 el demandante interpuso 
recurso contencioso-administrativo contra la desestima-
ción presunta por silencio administrativo del recurso de 
reposición presentado contra la referida diligencia de 
embargo. En su escrito de demanda interesaba la nulidad 
de dicha resolución presunta y de las dictadas anterior-
mente en el procedimiento de apremio, por ser improce-
dentes, a su juicio, las liquidaciones giradas por la Dipu-
tación, contra las que interpuso recurso de reposición 
cuya resolución no le fue notificada. La Diputación, invo-
cando los arts. 94 de la Ley de procedimiento administra-
tivo (LPA) de 1958 y 58 de la Ley reguladora de la juris-
dicción contencioso-administrativa (LJCA) de 1956, 
opuso la extemporaneidad del recurso contencioso-
administrativo.

Por Sentencia de 20 de febrero de 2004 la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Cataluña desestimó el 
recurso contencioso-administrativo. Se razona en la Sen-
tencia que el recurrente alega que, al notificársele las 
sucesivas liquidaciones a que la litis se contrae –a partir 
de 1989– presentó frente a cada una de las mismas los 
correspondientes recursos de reposición, acompañados 
de los pertinentes avales, por lo que entiende que son 
improcedentes los apremios y embargo acordados, adu-
ciendo al efecto la doctrina sentada por el Tribunal Consti-
tucional en la STC 6/1986 en cuanto a los plazos procesa-
les de impugnación de las resoluciones presuntas por 
silencio administrativo. Sin embargo, la Sala entiende 
que la aplicación de dicha doctrina al caso enjuiciado con-
duce justamente al rechazo de la pretensión del recu-
rrente, pues en la misma «el Tribunal Constitucional ha 
considerado equiparable el transcurso del lapso de 
tiempo después del cual ha de estimarse denegada por 
silencio una pretensión o un recurso administrativo, a la 
notificación personal defectuosa que se mencionaba en el 
art. 79.4 de la Ley de procedimiento administrativo, bajo 
cuya vigencia se produjeron los hechos ahora enjuicia-
dos. Ello quiere decir que el día inicial para interponer el 
recurso contra el acto presuntamente denegado ha de 
entenderse prolongado por seis meses más, salvo que 
hubiese hecho la protesta formal a que se refiere este 
último precepto». En definitiva, concluye la Sentencia, «la 
aplicación de la anterior doctrina al supuesto aquí exami-
nado, que se contrae a liquidaciones giradas entre 1989 

y 1992 –que en ningún caso consta fueran suspendidas 
por la Administración– recurridas en su momento en vía 
administrativa, sin que se dedujera recurso jurisdiccional 
hasta el día 20 de enero de 1998, sólo nos puede llevar a 
la conclusión de que el plazo legal había transcurrido con 
exceso, tras haber operado los efectos del silencio admi-
nistrativo negativo, por todo lo cual deviene inexcusable 
la desestimación del presente recurso jurisdiccional».

3. El recurrente en amparo alega que la Sentencia 
impugnada ha vulnerado su derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE) en la vertiente de acceso a la justi-
cia. Sostiene el recurrente que la respuesta judicial equi-
vale a negarle una respuesta sobre el fondo del asunto 
(improcedencia de reclamar el pago de precios públicos a 
quien no es sujeto responsable) mediante una interpreta-
ción arbitraria e irrazonable de las reglas del silencio 
administrativo, institución ésta que, como tiene reiterada-
mente declarado la doctrina del Tribunal Constitucional 
(se citan las SSTC 6/1986, 204/1987, 180/1991, 86/1998, 71/
2001, 188/2003 y 220/2003), no puede interpretarse de 
modo que favorezca a la Administración que incumple su 
obligación legal de resolver expresamente. Lo que signi-
fica en el presente caso que, al no haberse notificado al 
recurrente resolución expresa ni en relación con su inicial 
recurso de reposición de 27 de febrero de 1989, ni en rela-
ción con su posterior recurso de reposición de 9 de 
diciembre de 1997, no puede entenderse extemporáneo el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la 
desestimación presunta del recurso de reposición formu-
lado el 9 de diciembre de 1997 contra la diligencia de 
embargo por impago de las mensualidades de precio 
público de diciembre de 1988 a diciembre de 1991.

Por todo ello suplica el recurrente que se le otorgue el 
amparo, declarando la nulidad de la Sentencia impug-
nada y ordenando la retroacción de actuaciones para que 
la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña proceda a dictar nueva 
Sentencia en la que se resuelva sobre el fondo de la pre-
tensión deducida de anulación de las liquidaciones y 
devolución de las cantidades embargadas.

4. Por providencia de 19 de julio de 2006 la Sección 
Primera de este Tribunal acordó la admisión a trámite de 
la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, requerir a la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
para que en el plazo de diez días remitiese testimonio del 
recurso contencioso-administrativo núm. 244-1998, inte-
resándose al propio tiempo el emplazamiento de quienes 
hubieran sido parte en el mencionado procedimiento, con 
excepción del recurrente en amparo, que ya aparece per-
sonado, para que en el plazo de diez días pudieran compa-
recer en el presente proceso constitucional, con traslado a 
dichos efectos de la demanda de amparo presentada.

5. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 22 
de septiembre de 2006 se personó en este proceso cons-
titucional el Procurador de los Tribunales don Antonio 
Sorribes Calle, en nombre y representación de Base, orga-
nismo autónomo de gestión de ingresos locales de la 
Diputación Provincial de Tarragona (en adelante Base), 
asistido por el Letrado-Jefe de los Servicios Jurídicos de 
la Diputación de Tarragona, don Pere-Joan Torrent Ribert.

6. Mediante diligencia de ordenación de 30 de 
noviembre de 2006 el Secretario de Justicia de la Sala 
Primera de este Tribunal acordó tener por personado y 
parte al Procurador de los Tribunales don Antonio Sorri-
bes Calle, en nombre y representación de Base, y dar vista 
de las actuaciones recibidas al Ministerio Fiscal y a los 
Procuradores del demandante de amparo y de Base para 
que presenten alegaciones por plazo común de veinte 
días, conforme al art. 52.1 LOTC.
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7. El Procurador de los Tribunales don Francisco 
Javier Ruiz Martínez-Salas, en nombre y representación 
del demandante de amparo, presentó su escrito de alega-
ciones el día 8 de enero de 2007, reiterando, en esencia, 
los argumentos expuestos en su demanda de amparo, 
conforme a los cuales la Sentencia recurrida vulnera el 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su 
dimensión de acceso a la jurisdicción, por fundarse en 
una interpretación de la institución del silencio adminis-
trativo desautorizada por la doctrina del Tribunal Constitu-
cional.

8. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de alega-
ciones con fecha 9 de enero de 2007. Señala el Fiscal que 
para resolver la queja del recurrente ha de traerse a 
colación la doctrina sentada por este Tribunal respecto 
del denominado silencio administrativo negativo (cita 
las SSTC 6/1986, 204/1987, 179/2003, 188/2003, 200/2003, 
y 14/2006, por todas), conforme a la cual el silencio admi-
nistrativo de carácter negativo es una ficción legal que 
responde a la finalidad de que el administrado pueda, 
previos los recursos pertinentes, acceder a la vía judicial 
superando los efectos de inactividad de la Administra-
ción, de manera que, en estos casos, no puede calificarse 
de razonable aquella interpretación de los preceptos lega-
les que prima la inactividad de la Administración, colo-
cándola en mejor situación que si hubiera cumplido su 
deber de resolver. Por ello, si el silencio negativo es una 
institución creada para evitar los efectos paralizantes de 
la inactividad administrativa, es evidente que ante una 
resolución presunta de esta naturaleza el ciudadano no 
puede estar obligado a recurrir, siempre y en todo caso, 
so pretexto de convertir su inactividad en consentimiento 
con el acto presunto, exigiéndosele un deber de diligencia 
que no le es exigido a la Administración. Deducir de ese 
comportamiento pasivo un consentimiento con el conte-
nido de un acto administrativo que fue impugnado en 
tiempo y forma, supone una interpretación absoluta-
mente irrazonable desde el punto de vista del derecho de 
acceso a la jurisdicción, como contenido esencial del 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), pues no 
debe olvidarse que la Ley no obliga al ciudadano a recu-
rrir un acto presunto y sí a la Administración a resolver, de 
forma expresa, el recurso presentado.

La aplicación de esta doctrina al presente asunto debe 
conducir al otorgamiento del amparo solicitado –sostiene 
el Fiscal– porque la extemporaneidad apreciada en la 
Sentencia impugnada del recurso contencioso-adminis-
trativo deducido contra un acto presunto que la Sala con-
sidera como consentido, por transcurso del plazo estable-
cido, se fundamenta en una interpretación irrazonable y 
desproporcionada que vulnera el derecho a la tutela judi-
cial efectiva, en su vertiente de acceso a la jurisdicción.

En efecto, si bien el objeto inmediato del recurso con-
tencioso-administrativo del demandante era el acto de 
publicación en el BOP de Tarragona de la diligencia de 
embargo practicada en virtud del impago de las liquida-
ciones giradas al recurrente por la prestación del servicio 
de asistencia a su madre en una residencia de ancianos, 
es lo cierto que el objeto del recurso se extendía también 
a la impugnación de la liquidación inicial correspondiente 
al mes de diciembre de 1988, recurrida en reposición por 
el demandante el 27 de febrero de 1989, y que, si bien el 
recurso de reposición fue desestimado por Resolución 
de 5 de mayo de 1989, dicha resolución no fue notificada 
al recurrente, quien tampoco obtuvo respuesta expresa a 
las impugnaciones que siguieron de las liquidaciones 
hasta el mes de diciembre de 1991, de suerte que sólo 
llegó a tener noticia de los procedimientos de apremio 
incoados por la Diputación de Tarragona como conse-
cuencia de los impagos de las sucesivas liquidaciones 
cuando fue publicado en el BOP de Tarragona el anuncio 

con el importe de la cantidad que se correspondía con la 
suma total que era objeto del embargo decretado por la 
Diputación de Tarragona.

Por todo ello el Ministerio Fiscal interesa que otorgue-
mos el amparo solicitado, por vulneración del art. 24.1 CE, 
anulando la Sentencia impugnada, con retroacción de 
actuaciones para que la Sala dicte una nueva en la que 
resuelva el recurso contencioso-administrativo con pleni-
tud de jurisdicción, pero con respeto al derecho a la tutela 
judicial efectiva del recurrente.

9. El Procurador de los Tribunales don Antonio Sorri-
bes Calle, en nombre y representación de Base, presentó 
su escrito de alegaciones con fecha 9 de enero de 2007, 
interesando que se deniegue el amparo, al no existir en la 
Sentencia impugnada la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva que aduce el demandante, puesto 
que ha aplicado los efectos del silencio administrativo 
negativo al caso enjuiciado sin incurrir en arbitrariedad, 
irrazonabilidad ni error patente.

10. Por providencia de 22 de marzo de 2007 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 27 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Se sostiene en la demanda de amparo que la Sen-
tencia impugnada ha vulnerado el derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de derecho 
de acceso a la jurisdicción, por haber desestimado por 
extemporáneo el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por el recurrente en amparo contra la desesti-
mación presunta por silencio administrativo del recurso 
de reposición que había presentado el 9 de diciembre 
de 1997 contra la diligencia de embargo dictada por la 
Diputación de Tarragona por impago de las mensualida-
des de precio público de diciembre de 1988 a diciembre 
de 1991, publicada en el «Boletín Oficial de la Provincia de 
Tarragona» de 11 de noviembre de 1997. El Ministerio Fis-
cal apoya la pretensión del demandante de amparo, en 
tanto que la Diputación de Tarragona considera que no ha 
existido la alegada vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva.

Conviene precisar que, si bien la Sentencia impug-
nada contiene un fallo formalmente desestimatorio del 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por el 
recurrente, lo cierto es que tal fallo equivale en realidad a 
un pronunciamiento de inadmisibilidad que cierra el 
acceso del demandante al enjuiciamiento jurisdiccional 
de la inactividad administrativa en punto a su solicitud de 
reintegro de las cantidades que le fueron embargadas por 
la Diputación de Tarragona por falta de pago de las men-
sualidades de precio público de diciembre de 1988 a 
diciembre de 1991 (por un concepto cuya improcedencia 
había declarado la propia Sala en una Sentencia prece-
dente respecto de otros periodos reclamados por el recu-
rrente). En efecto, la Sala no entra en el fondo de la cues-
tión planteada por el demandante al entender, acogiendo 
las alegaciones de la Administración pública demandada, 
que el recurso contencioso-administrativo fue interpuesto 
fuera del plazo legalmente establecido, tras haberse pro-
ducido los efectos del silencio administrativo negativo.

2. Este Tribunal tiene reiteradamente señalado que el 
silencio administrativo de carácter negativo es una ficción 
legal que responde a la finalidad de que el administrado 
pueda acceder a la vía judicial superando los efectos de 
inactividad de la Administración, de manera que en estos 
supuestos no puede calificarse de razonable aquella inter-
pretación de los preceptos legales «que prima la inactivi-
dad de la Administración, colocándola en mejor situación 
que si hubiera cumplido su deber de resolver» [por todas, 
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SSTC 6/1986, de 21 de enero, FJ 3 c); 204/1987, de 21 de 
diciembre, FJ 4; 180/1991, de 23 de septiembre, FJ 1; 294/
1994, de 7 de noviembre, FJ 4; 3/2001, de 15 de enero, FJ 7; 
188/2003, de 27 de octubre, FJ 6; 220/2003, de 15 de 
diciembre, FJ 5; y 186/2006, de 19 de junio, FJ 3). Por ello, 
este Tribunal tiene declarado que resultan contrarios al 
art. 24.1 CE los pronunciamientos judiciales de inadmi-
sión por extemporaneidad fundamentados en que se 
considere la existencia de una resolución administrativa 
expresa dictada fuera de plazo sólo como un acto confir-
matorio de lo ya resuelto de manera consentida y firme 
por silencio administrativo, en tanto que supone una 
interpretación irrazonable deducir del comportamiento 
pasivo de quien recurre, derivado de la propia inactividad 
de la Administración, un consentimiento con el contenido 
de un acto administrativo que fue impugnado (por todas, 
SSTC 188/2003, de 27 de octubre, FJ 6; 220/2003, de 15 de 
diciembre, FJ 5; 321/2006, de 20 de noviembre, FJ 2).

3. Más concretamente debemos precisar que la 
cuestión suscitada en el presente asunto es sustancial-
mente idéntica a la resuelta en las citadas SSTC 188/2003, 
de 15 de diciembre, y 220/2003, de 15 de diciembre (rela-
tivas a liquidaciones tributarias recurridas en tiempo y 
forma en la vía administrativa sin haber obtenido una 
primera respuesta expresa a tales recursos; y en que, ello 
no obstante, años después, la Administración requirió en 
apremio el pago de tales liquidaciones por no haber 
impugnado en tiempo y forma el silencio administrativo 
negativo), cuya doctrina resulta plenamente aplicable al 
caso que ahora nos ocupa.

Así, en efecto, en la STC 220/2003, FJ 4, advertíamos que 
«si bien es cierto que la previsión del art. 58.2 LJCA 1956 
puesta en relación con la del art. 94 LPA 1958 puede dar 
lugar, desde el plano de la estricta legalidad, a diferentes 
y variadas interpretaciones, también lo es que los órga-
nos judiciales, asumiendo como correcta la práctica del 
Ayuntamiento demandado de comunicar al interesado en 
el primer acto del procedimiento de gestión tributaria 
toda la sucesión de recursos que durante el mismo pue-
den tener cabida, han ido a elegir la interpretación de la 
normativa aplicable menos respetuosa para la efectividad 
del derecho fundamental en juego, sin tener en cuenta 
ninguno de ellos que existe, en todo caso, la obligación 
legal para la Administración de resolver expresamente las 
peticiones o recursos de los ciudadanos y, en consecuen-
cia, el derecho de éstos a recibir una respuesta expresa a 
sus peticiones y recursos. Pues bien, en situaciones como 
la que ahora se somete a nuestra consideración ya hemos 
tenido la oportunidad de apuntar que cuando «existe una 
notificación de un acto de ejecución contra el que el inte-
resado ha interpuesto los recursos pertinentes en el plazo 
establecido por la Ley», hay que entender que este acto 
expreso de ejecución «implica al mismo tiempo una rei-
teración del acto resolutorio del que trae causa, que no 
puede entenderse consentido y, en consecuencia, 
reabre los plazos legales de impugnación también de 
dicho acto resolutorio» (SSTC 204/1987, de 21 de diciem-
bre, FJ 5; y 188/2003, de 27 de octubre, FJ 5), lo que 
implica que el requerimiento administrativo de pago efec-
tuado por el Ayuntamiento demandado habilitaría a la 
hoy demandante de amparo no sólo a impugnar a aquél 
por los vicios que puedan serle imputables, sino tam-
bién la liquidación de la que trae causa, tanto por moti-
vos formales como materiales. En efecto, conforme a 
nuestra doctrina constitucional –recientemente aplicada 
en la STC 188/2003, de 27 de octubre– en los casos en los 
que la Administración, soslayando su deber legal de resol-
ver de forma expresa el recurso presentado por un obli-
gado tributario, dicta actos dirigidos a la recaudación de la 
deuda impugnada, bien mediante la emisión y notificación 
de la correspondiente providencia de apremio (como 

sucedió en el supuesto analizado en las SSTC 204/1987 
y 188/2003), bien mediante el requerimiento de pago de la 
deuda impugnada (como ocurre en el presente caso), 
debe entenderse que el nuevo acto expreso de recauda-
ción implica, además, una desestimación del recurso 
administrativo previamente interpuesto, pudiendo accio-
nar el obligado tributario, en consecuencia, no sólo contra 
este nuevo acto de gestión tributaria, sino también contra 
aquél del que trae causa.

Llama la atención, sin embargo, que ante el incumpli-
miento por parte de la corporación local demandada de 
su obligación legal de resolver expresamente el recurso 
interpuesto y ante su cuidada diligencia para declarar la 
firmeza de una liquidación, que en modo alguno fue con-
sentida por la parte actora, los órganos judiciales hayan 
adoptado –como se ha dicho– de entre las varias interpre-
taciones posibles, la menos favorable a la efectividad del 
derecho fundamental en juego, esto es, aquélla que prima 
la inactividad administrativa convirtiendo lo que con-
forme a la legalidad vigente era una obligación para la 
Administración –la de resolver expresamente (art. 94.3 
LPA 1958)– en una opción, y en una obligación del ciuda-
dano lo que conforme a la misma legalidad era un dere-
cho –someter el conocimiento de la cuestión controver-
tida a los Tribunales sin necesidad de esperar a una 
resolución expresa una vez superado un determinado 
período de inactividad administrativa (art. 94.2 LPA 1958)».

4. En el caso que nos ocupa el órgano judicial ha 
declarado extemporáneo el recurso contencioso-admi-
nistrativo interpuesto por el demandante el 20 de enero 
de 1998 contra la desestimación presunta por silencio del 
recurso de reposición presentado el 9 de diciembre de 1997 
contra la diligencia de embargo publicada en el «Boletín 
Oficial de la Provincia de Tarragona» el 11 de noviembre 
de 1997, dictada en el procedimiento de apremio incoado 
por la Diputación de Tarragona por falta de pago de las 
mensualidades de precio público reclamadas al deman-
dante por el período de diciembre de 1988 a diciembre 
de 1991.

Como quedó expuesto en los antecedentes de la pre-
sente Sentencia, dicho procedimiento de apremio trae 
causa de la decisión de la Diputación de Tarragona (comu-
nicada por carta fechada el 31 de octubre de 1988) de exi-
gir al recurrente del pago de precios públicos por la asis-
tencia a su madre en una residencia de ancianos desde el 
mes de diciembre de 1988, decisión contra la que aquél 
formuló recurso de reposición el 27 de febrero de 1989, 
desestimado por Acuerdo de la Diputación de 5 de mayo 
de 1989, si bien dicho Acuerdo no consta notificado al 
recurrente, lo que equivale, a los efectos que nos ocupan, 
a la falta de respuesta expresa al mismo. Por otra parte, la 
Diputación no resolvió sobre el recurso de reposición pre-
sentado por el recurrente el 9 de diciembre de 1997 contra 
la diligencia de embargo publicada en el «Boletín Oficial 
de la Provincia de Tarragona» el 11 de noviembre de 1997.

Siendo esto así, es claro que la declaración de extem-
poraneidad del recurso contencioso-administrativo que 
se contiene en la Sentencia impugnada no puede consi-
derarse como una respuesta respetuosa del derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de 
acceso a la jurisdicción, pues, de acuerdo con la doctrina 
expuesta en las citadas SSTC 188/2003, FJ 5, y 220/2003, 
FJ 4, al haber incumplido la Diputación de Tarragona su 
deber de resolver de forma expresa el recurso de reposi-
ción formulado contra el acto de imposición del pago del 
precio público, hay que entender que ese acto expreso de 
ejecución que es la diligencia de embargo, contra la que 
también ha reaccionado el recurrente (incumpliendo de 
nuevo la Administración su obligación de resolver), 
implica al mismo tiempo una desestimación del recurso 
de reposición interpuesto contra el acto inicial del que 
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trae causa, que no puede entenderse consentido y, en 
consecuencia, reabre los plazos legales de impugnación 
también de dicho acto, lo que determina que la diligencia 
de embargo dictada y publicada por la Diputación de 
Tarragona habilita al recurrente no sólo a impugnar dicha 
diligencia por los vicios que pudieran serle imputables, 
sino también la reclamación inicial de precios públicos de 
la que trae causa, tanto por motivos formales como mate-
riales.

En consecuencia, habiendo optado la Sala, de entre 
las varias opciones interpretativas que la normativa apli-
cable admitía, por la menos favorable al ejercicio de la 
acción, esto es, por la única que cerraba de forma irrazo-
nable y desproporcionada el acceso a la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, en orden a la obtención de una 
resolución sobre el fondo de la pretensión sometida a la 
consideración del órgano judicial, no cabe sino estimar el 
presente recurso de amparo por lesión del derecho a la 
tutela judicial efectiva del recurrente, pues el incumpli-
miento por parte de la corporación local de su obligación 
legal de resolver de forma expresa los recursos de reposi-
ción interpuestos (arts. 94.3 LPA y 42 LPC), ha supuesto 
que la Administración se beneficiara de su propia inactivi-
dad, por lo que, como este Tribunal ha manifestado reite-
radamente, no puede calificarse de razonable una inter-
pretación que prime los defectos en la actuación de la 
Administración, colocándola en mejor situación que si 
hubiera cumplido su deber de resolver expresamente y 
de notificar con todos los requisitos legales (por todas, 
STC 179/2003, de 13 de octubre, FJ 4).

Procede, por tanto, otorgar el amparo solicitado, con 
los efectos de anulación de la Sentencia impugnada, acor-
dando la retroacción de actuaciones para que se dicte otra 
Sentencia respetuosa con el derecho fundamental vulne-
rado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Salvador García 
Hernández y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección 
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 20 de febrero 
de 2004, dictada en el recurso contencioso-administrativo 
núm. 244-1998.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse la Sentencia, a fin de que la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña, con plenitud de jurisdicción, pero con respeto al 
derecho fundamental reconocido, dicte la resolución que 
proceda en el recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por el demandante.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de marzo de dos mil 
siete.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Firmado y rubri-
cado. 

 8657 Sala Primera. Sentencia 65/2007, de 27 de 
marzo de 2007. Recurso de amparo 2508-2004. 
Promovido por don Francisco Zugasti Agüí res-
pecto de la Sentencia de la Audiencia Provin-
cial y de un Juzgado de Instrucción de Madrid 
que le condenaron por una falta de lesiones.

 Supuesta vulneración del derecho a la asisten-
cia letrada y vulneración del derecho a la 
defensa: juicio de faltas sin abogado de oficio, 
no solicitado (STC 199/2003); denunciado que 
se defiende a sí mismo sin abogado, a quien 
no se permitió interrogar a la denunciante 
(STC 143/2001).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez y 
don Manuel Aragón Reyes, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2508-2004, promovido 
por don Francisco Zugasti Agüí, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don Pablo José Trujillo Caste-
llano y asistido por el Abogado don Miguel Ángel Álva-
rez Marcet, contra la Sentencia núm. 180/2004 de la 
Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid, de 
fecha 24 de marzo de 2004, recaída en el rollo de apela-
ción núm. 50-2004, y contra la dictada en el día 18 de 
diciembre de 2003 por el Juzgado de Instrucción núm. 10 
de los de Madrid, en el procedimiento de juicio de faltas 
núm. 1385-2003. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Roberto García-Calvo y 
Montiel, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 
día 20 de abril de 2004, don Francisco Zugasti Agüí mani-
festó su intención de interponer recurso de amparo con-
tra las resoluciones indicadas en el encabezamiento de 
esta Sentencia, solicitando a tal efecto el nombramiento 
de Abogado y Procurador del turno de oficio.

2. La Secretaría de Justicia de la Sección Segunda de 
este Tribunal dictó diligencia de ordenación el día 28 de 
abril de 2004 mediante la que acordó conceder plazo de 
diez días para que acreditara haber gozado de asistencia 
jurídica gratuita en la vía judicial previa, así como que 
aportara copia de la Sentencia dictada en el recurso de 
apelación, acreditando la fecha de su notificación.

3. El demandante presentó escrito de fecha 19 de 
mayo de 2004 manifestando no haber tenido asistencia 
jurídica gratuita ni en el Juzgado de Instrucción ni en la 
Audiencia Provincial, siendo precisamente dicha falta de 
Abogado lo que ha motivado su indefensión, ante lo que 
reiteró de nuevo su petición anterior.

4. La Secretaría de Justicia de la Sala Primera del 
Tribunal dictó diligencia de ordenación de 24 de mayo 
de 2004, requiriendo a la Sección Sexta de la Audiencia 
Provincial de Madrid para que en el plazo de diez días 
remitiera testimonio de la Sentencia recaída en el rollo 
de apelación núm. 50-2004, dimanante del juicio de fal-
tas núm. 1385-2003, haciendo constar la fecha de su 


